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Estado Libre Asociado de Puerto Rico 
TRIBUNAL DE APELACIONES 

REGIÓN JUDICIAL DE PONCE-AIBONITO 
PANEL IX 

 
 

EL PUEBLO DE 

PUERTO RICO 
 

 

Recurrido 
 

 
v. 

 

 
CHRISTIAN O. PÉREZ 

SANTIAGO 
 
 

Peticionario 

 
 

 
 

 

 
 

KLCE201701071 

 
Certiorari 
procedente del 
Tribunal de Primera  
Instancia, Sala de 

Coamo 
 

Caso Núm.  
BBD2016G0047 
BEC2016G0005, 

0006, 
BLA2016G0097 al 99 

BSC2016G0114 
B1CR201600013 
 

Sobre: 
Infr. Art. 190 CP, 
Infr. Art. 127(A) CP 

(2 cargos) 
Infr. 5.04 LA  

(2 cargos) 
Infr. Art. 515 LA 
Infr. Art. 404 LSC 

Infr. Art. 248 CP 
 

Panel integrado por su presidente el Juez Bermúdez Torres, la Juez 
Nieves Figueroa, la Jueza Soroeta Kodesh y el Juez Torres Ramírez1.   
 

 
RESOLUCIÓN 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 20 de septiembre de 2018. 

I. 

El 22 de agosto de 2016 el Sr. Christian O. Pérez Santiago fue 

acusado por una infracción al Art. 190 y dos al Art. 127, ambos del 

Código Penal de Puerto Rico. También se le imputó una violación al 

Art. 5.15 y dos infracciones al Art. 5.04 de la Ley de Armas de Puerto 

Rico. Una última acusación le fue presentada por violación al Art. 

4.04 de la Ley de Sustancias Controladas. 

El 26 de octubre de 2016, Pérez Santiago radicó Moción de 

Supresión de Evidencia. El 2 de noviembre de 2016, el Ministerio 

Público presentó Moción en Oposición a Solicitud de Supresión de 

                                                 
1 El Juez Torres Ramírez no interviene. 
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Evidencia. El 16 de noviembre de 2016, la Defensa radicó Moción en 

Apoyo a Supresión de Evidencia. Celebrada la vista de supresión de 

evidencia, el Tribunal de Primera Instancia declaró No Ha Lugar la 

Moción mediante Resolución de 5 de abril de 2017, notificada el 18 

de abril y señaló vista de estatus para el 2 de mayo de 2017. 

En desacuerdo, el 10 de mayo de 2017, Pérez Santiago 

presentó Moción Solicitando Reconsideración. El 12 de mayo de 

2017, notificada el 15, el Tribunal de Primera Instancia declaró la 

misma No Ha Lugar. Aun inconforme, el 14 de junio de 2017 Pérez 

Santiago compareció ante nos mediante Petición de Certiorari.2 

Concluidos varios trámites procesales,3 el 13 de julio de 2018, 

el Procurador General de Puerto Rico presentó Escrito en 

Cumplimiento de Orden. Planteó, entre sus argumentos, que, “este 

Tribunal carece de jurisdicción para atender el certiorari toda vez 

que el peticionario recurrió del dictamen del TPI fuera del término, 

sin mediar justa causa”. Atendido el reclamo del Procurador General 

de Puerto Rico, el 13 de agosto de 2018, emitimos Resolución 

concediendo plazo de 10 días a Pérez Santiago para que mostrara 

causa por la cual no debíamos desestimar su recurso por falta de 

jurisdicción. 

El 24 de agosto de 2018, Pérez Santiago presentó Moción en 

Cumplimiento de Orden. Argumenta que tiene justa causa para su 

tardanza. Nos explica que la razón por la que presentó su Moción 

Solicitando Reconsideración el 10 de mayo de 2017, fue porque la 

Resolución que emitió el Tribunal de Primera Instancia el 5 de abril 

de 2018, decretando no ha lugar la supresión de evidencia, le fue 

notificada a un antiguo correo electrónico que había sido dado de 

                                                 
2 Planteó: 

ERR(Ó) EL HONORABLE TRIBUNAL DE PRIMERA INSTANCIA AL DENEGAR 

LA SUPRESI(Ó)N DE TODA LA EVIDENCIA ILEGALMENTE OBTENIDA, 

INCLUYENDO LA CONFESI(Ó)N PRESTADA. 
3 Luego de varias prórrogas e incidencias debido al paso de los Huracanes Irma y 

María y otros asuntos, le concedimos a la Oficina Procurador General hasta el 13 

de julio de 2018 para presentar su escrito.   
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baja. Por lo que no advino en conocimiento de la determinada 

Resolución hasta el 2 de mayo de 2017, día en que se celebró el 

primer señalamiento del juicio.  

Por las razones que expondremos a continuación, procede 

desestimar el recurso incoado por falta de jurisdicción. Elaboremos. 

II. 

A. 

En el ámbito procedimental penal, la Regla 194 de 

Procedimiento Criminal,4 rectora de la moción o solicitud de 

reconsideración establece, que “[s]i cualquier parte solicitare la 

reconsideración de la sentencia dentro del término improrrogable de 

quince (15) días desde que la sentencia fue dictada, el término para 

radicar el escrito de apelación o de certiorari quedará interrumpido 

y el mismo comenzará a partir de la fecha en que se archive en autos 

la notificación de la resolución del tribunal adjudicando la moción 

de reconsideración”.   

Una moción de reconsideración en los procesos criminales, 

igual que en los de naturaleza civil y derecho administrativo, 

constituye un mecanismo procesal al alcance de una parte afectada, 

ya sea por una resolución, orden interlocutoria, sentencia final o 

dictamen posterior, mediante la cual solicita al tribunal adjudicador 

que modifique o deje sin efecto el dictamen en controversia.5  

  Al examinar la precitada Regla 194, es claro el efecto de una 

presentación de solicitud de reconsideración de una sentencia 

dentro del término improrrogable de quince días respecto al término 

para presentar un recurso de certiorari o apelación ante el Tribunal 

de Apelaciones. Si se solicita la reconsideración sobre una sentencia 

emitida por el Tribunal de Primera Instancia, ello interrumpe el 

                                                 
4 34 LPRA, Ap. II R. 194. 
5 Dumont v. Inmobiliaria Estado, Inc., 113 DPR 406 (1982); Dávila v. Collazo, 50 

DPR 497 (1936). 
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término para acudir ante el Tribunal de Apelaciones mediante 

recurso de apelación o de certiorari. Dicho término comenzará a 

transcurrir nuevamente a partir del archivo en autos de la 

notificación de la resolución del tribunal mediante la cual adjudicó 

la moción de reconsideración.   

De hecho, al interpretar esta Regla, el Tribunal Supremo en 

Pueblo v. Román Feliciano, 181 DPR 679, 693 (2011), aclaró que la 

oportuna moción de reconsideración sobre un dictamen 

interlocutorio durante un proceso penal, interrumpe el término para 

acudir mediante certiorari ante el Foro Intermedio Apelativo. Al 

subsanar el vacío reglamentario sobre el término que disponen las 

partes afectadas para solicitarle al Tribunal de Primera Instancia la 

reconsideración de alguna orden o resolución interlocutoria en un 

proceso penal, nuestra más Alta Curia resolvió fijar en quince (15) 

días dicho término y que fuese de estricto cumplimiento. Llegó a tal 

conclusión al evaluar las disposiciones reglamentarias análogas en 

las Reglas de Procedimiento Civil de 2009 y en el Proyecto de Reglas 

de Procedimiento Penal de diciembre de 2008, y en atención al 

principio de uniformidad entre reglas procesales para adelantar los 

objetivos plasmados en la Ley de la Judicatura, Núm. 201 del 22 de 

agosto de 2003, y de una eficaz y eficiente administración de la 

justicia. 

B. 

De otra parte, los requisitos para la presentación del recurso 

de Certiorari criminal están gobernados por la Regla 32 (D) del 

Reglamento de este Tribunal.6 Dispone que el término de 

cumplimiento estricto para presentar un escrito de Certiorari es de 

treinta días contados desde el archivo en autos de copia de la 

notificación de la resolución u orden. Su inobservancia nos priva de 

                                                 
6 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 32 (D). 
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jurisdicción para atender el recurso a menos que medien 

circunstancias especiales debidamente sustentadas en la solicitud 

de Certiorari. Aunque discrecionalmente extensivo por ser un 

término de cumplimiento estricto, solo podrá hacerse cuando la 

parte que lo solicita demuestra justa causa para la tardanza. En 

otras palabras, corresponde al peticionario, entre otras cosas, 

justificar nuestra jurisdicción. En ausencia de tales circunstancias, 

carecemos de discreción para prorrogarlo.7  

C. 

La naturaleza privilegiada de los aspectos jurisdiccionales 

exige que sean resueltos y su ausencia así debe declararse, antes de 

considerar los méritos de la controversia planteada.8 Asimismo, la 

existencia de jurisdicción ante este Tribunal no puede presumirse.9 

Por tal razón, los foros apelativos tenemos que estar pendientes de 

que los recursos ante nuestra consideración no sean tardíos ni 

prematuros. El velar por nuestra jurisdicción es una obligación 

ministerial de este tribunal. Como celosos guardianes de nuestra 

jurisdicción, estamos obligados a considerar ese asunto de manera 

prioritaria, incluso en ausencia de planteamiento a tales efectos.10 

 Finalmente, cuando un tribunal determina que no tiene 

jurisdicción para atender un recurso, solo puede así declararlo y 

desestimar el caso.11 Conforme a ello, la Regla 83 del Reglamento 

del Tribunal de Apelaciones nos concede la facultad para desestimar 

a iniciativa propia un recurso de certiorari por falta de jurisdicción.12 

III. 

Apliquemos la norma expuesta al caso de autos. Celebrada la 

vista de supresión de evidencia, el Tribunal de Primera Instancia, 

                                                 
7 Febles v. Romar, 159 DPR 714, 720 (2003); Arriaga v. FSE, 145 DPR 122 (1998). 
8 Pagán v. Alcalde Municipio de Cataño, 143 DPR 314 (1997).  
9 Sociedad de Gananciales v. A.F.F., 108 DPR 644 (1979).  
10 Caratini v. Collazo, 158 DPR 345 (2003).  
11 Íd.  
12 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 83.  
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mediante Resolución del 5 de abril de 2017, notificada el 18 de abril 

de 2017, denegó la Moción de Supresión de Evidencia de Pérez 

Santiago. Por tanto, este tenía un término de cumplimiento estricto 

de 15 días para solicitar reconsideración, el cual expiró el 3 de mayo 

de 2017. Sin embargo, no fue hasta veintidós (22) días después, el 

10 el mayo de 2017, que Pérez Santiago incoó su Moción de 

Reconsideración. Es decir, lo hizo tardíamente, por lo que el término 

de cumplimiento estricto de 30 días para acudir en revisión ante 

nos, no quedó interrumpido.   

Según expresamos, el término de 30 días para acudir al 

Tribunal de Apelaciones queda interrumpido cuando una parte 

presenta de forma oportuna una moción de reconsideración. La 

tardía Moción de Reconsideración de Pérez Santiago no interrumpió 

el término de 30 días que tenía para acudir ante nos. Por ende, tenía 

hasta el 18 de mayo de 2017 para presentar su certiorari. Al acudir 

ante nos el 14 de junio de 2017, su recurso resultó ser tardío, 

privándonos de jurisdicción para atender el mismo. 

De paso, no nos convence su intento de justificar su 

incumplimiento arguyendo que no recibió la notificación electrónica 

porque la misma fue enviada a un correo electrónico inactivo. Es 

responsabilidad del abogado mantener actualizada su información 

en el Registro Único de Abogados (RUA).13 Las vaguedades y las 

excusas o los planteamientos estereotipados no cumplen con el 

requisito de justa causa”.14   

Por los fundamentos expuestos, desestimamos el recurso de 

Certiorari instado. 

                                                 
13 La Regla 9(j) del Reglamento del Tribunal Supremo, 4 LPRA Ap. XXI-B, R.9(j), 

dispone que los miembros de la profesión legal tienen la obligación de mantener 

actualizados sus datos, incluyendo su dirección electrónica, y realizar cualquier 

cambio en la información que consta en el Registro Único de Abogados de Puerto 

Rico (RUA). De incumplir con ese deber, los(as) abogados(as) están sujetos a la 
imposición de sanciones disciplinarias. Véase también Orden Administrativa 

OAJP-2016-002 de 22 de julio de 2016.   
14 Soto Pino v. Uno Radio Group, 189 DPR 84, 93 (2013); Febles v. Romar, supra, 

pág. 720.  
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 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 

 
                                                  Lcda.  Lilia M. Oquendo Solís 

                                           Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


